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Introducción

Las actividades ilícitas en Colombia han tenido un impacto signifi-
cativo sobre el componente ambiental del país, lo cual ha dejado de ma-
nifiesto las presiones que ejercen sobre el territorio y las dinámicas que 
conllevan. Se evidencia que el medio ambiente es la víctima silenciosa del 
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conflicto, cuyo silencio empieza a romperse cuando los servicios ecosisté-
micos presionan las necesidades básicas de la población. Durante décadas, 
el suelo, el subsuelo, las fuentes de agua superficial y subterránea, el aire, 
la fauna, la flora y los ecosistemas en general han sido el escenario de un 
conflicto ambiental promovido por disputas territoriales que conllevaron 
al acaparamiento de la tierra, y dieron paso entre otros, a la deforestación 
de bosques, al deterioro del suelo, a la contaminación del recurso hídrico 
y a la modificación de los medios de vida de las comunidades.

Este conflicto ambiental es el reconocimiento de afectaciones al 
medio ambiente impulsadas por diversos actores y de formas distintas, 
según sus intereses económicos, y que se relacionan con controversias 
frente al acceso, el uso, el aprovechamiento, la distribución, el control, la 
disponibilidad y la calidad de los recursos (Acevedo et al., 2009).

Precisamente, este capítulo abordará el objetivo central de este tra-
bajo, consistente en generar un análisis en torno a las principales activi-
dades ilícitas y su relación con los impactos ambientales generados por 
su actuación sinérgica, con énfasis en el conflicto ambiental en Colom-
bia, y que, además, han afectado en gran medida los recursos naturales 
de nuestro país. Para lograr dicho objetivo, se planteó la siguiente pre-
gunta de investigación: ¿Cuáles son los impactos ambientales asociados al 
conflicto armado en Colombia? La respuesta se fundamentó en identificar 
aquellas actividades ilícitas, las principales zonas afectadas y el análisis 
de los efectos generados a los distintos componentes ambientales.

En este orden de ideas, la estructura de este capítulo presenta en 
un primer momento una descripción de los efectos ambientales de los 
cultivos ilícitos, lo que incluye un análisis de las diferentes etapas, desde 
la preparación del cultivo hasta la erradicación. En el segundo momento 
se analizan los efectos de la minería ilegal, considerando las principales 
zonas afectadas en el país. En el tercer momento se analizan los efectos 
ambientales generados por los atentados a redes de conducción de hi-
drocarburos y estaciones de energía; además, se analizan los daños cola-
terales por el desescalamiento del conflicto tras la firma del acuerdo de 
paz. Posteriormente, y para concretar en la respuesta a la pregunta de 
investigación, se presenta un análisis de los efectos conjuntos de dichas 
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actividades sobre los recursos naturales, junto a una reflexión acerca de 
los pasivos que permanecen en el desarrollo inapropiado de actividades 
y en la escasez de medidas de atención al cierre de eventos. Este capítu-
lo finaliza con el planteamiento de conclusiones, en las cuales se inclu-
yen los aspectos más relevantes en la integración de dichas actividades 
y cómo ello se traduce en los crímenes a los recursos identificando los 
principales impactos ambientales generados por las actividades ilícitas.

Cultivos Ilícitos

Una de las actividades inherentes al conflicto armado en Colombia 
son los cultivos ilícitos; por ello, el objetivo de esta sección es identificar 
los principales impactos asociados a cada una de las etapas de la activi-
dad, lo cual se constituye en el primer eslabón para dar respuesta a la 
pregunta de investigación: ¿Cuáles son los impactos ambientales asocia-
dos al conflicto armado en Colombia?

Los cultivos ilícitos que predominan en el territorio nacional son 
tres: 1) la hoja de coca, 2) la marihuana y 3) la amapola; este último se 
siembra, generalmente, en parcelas ubicadas en zonas montañosas, con 
pisos térmicos de medio a frío y con humedad alta. Los cultivos son 
hechos en terrenos de áreas pequeñas; no obstante, se han encontrado 
sembradíos de gran extensión y en altitudes de páramo, como los 3600 
msnm. La siembra de estos cultivos se hace mediante rotación, y gene-
ralmente ocultos o asociados a cultivos como maíz, arveja, haba, quinua, 
cebolla, papa y especies forestales (Dirección Nacional de Estupefacien-
tes, 2004).

La estimación del área sembrada con amapola ha pasado por una 
gran variación a lo largo de los últimos años: para el 2006, se consideraba 
que había sido prácticamente erradicada (Colombia Plural, 2018); sin 
embargo, para diciembre de 2016 se reportó un total de 462 ha, de las 
cuales el 65 % se localizaban en Nariño, con 300 ha, y el 35 %, en Cauca, 
con 162 ha (Observatorio de Drogas de Colombia, 2019); dicho valor 
reportado representó el 22 % menos que en 2015. Desde entonces hasta 
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la fecha, no se cuenta con registros, lo que imposibilita conocer el estado 
actual de las áreas cultivadas.

Otro de los cultivos ilícitos más comunes en Colombia es el de mari-
huana. Aunque no se ha desarrollado una metodología censal que permita 
conocer el área sembrada, los reportes hasta 2016 mostraron un total de 
95 ha detectadas por medio de sobrevuelos. Cauca contaba con 69 ha, y 
Magdalena, con 11 ha, según lo cual ambos son los departamentos con 
la mayor superficie sembrada. Otros departamentos que tienen presencia 
importante del cultivo son Meta y Nariño. A partir de los reportes de 
erradicación manual suministrados por grupos móviles de erradicación 
(GME), la Policía Nacional y las FF. MM. publicados en el Observatorio 
de Drogas de Colombia (ODC), es posible tener una idea de la localiza-
ción de los cultivos ilícitos en el territorio (Humans Rights Everywhere, 
2008). Según el consolidado general para el periodo 2005-2016, hay 18 
departamentos en los que se han presentado operaciones de erradicación 
manual, y en 4 departamentos se concentra el 74 % del área total erradica-
da (en Magdalena se concentra el 42 %; en Cauca, el 12 %; en La Guajira, 
el 9 %, y en Meta, el 11 %) (Humans Rights Everywhere, 2008).

La situación de los cultivos de coca es muy diferente. La evolución 
histórica de las áreas cultivadas de coca en Colombia ha variado de for-
ma importante en los últimos años: por ejemplo, para 2011, el 15 % del 
territorio estaba afectado, pero aumentó al 17 % tan solo 2 años después 
(2013) y alcanzó el 25 % en 2018; ello muestra una tendencia al incre-
mento en hectáreas cultivadas del 10 % en el plazo de 7 años (Oficina 
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2018). Se estima que 
en 2018 el cultivo llegó a 141 125 km2, lo que representa el 63 % del 
territorio afectado. Aunque ha disminuido el territorio donde se cultiva, 
el área sembrada ha aumentado; es decir, la densidad de los cultivos se 
incrementó, lo cual evidencia que los cultivos de coca suelen presentar-
se en territorios históricamente afectados sin extenderse a nuevas áreas. 
Nariño es el departamento que cuenta con una mayor extensión de área 
cultivadas, con 41 903 ha, seguido por Norte de Santander, con 33 598 
ha, y Putumayo, con 26 408 ha; mientras Nariño y Putumayo redujeron 
sus áreas de cultivo de 2018 a 2019 (en el 11,78 % y el 5,43 %, respecti-
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vamente), Norte de Santander las aumentó (en el 24,14 %) (Benavides, 
2019a).

Estas áreas históricamente afectadas no han sido seleccionadas al 
azar: por el contrario, su localización obedece a criterios que permiten 
el desarrollo de la actividad: zonas geográficas aisladas de los centros 
urbanos, zonas sin vías de penetración, extensas áreas selváticas y zonas 
con presencia de cuerpos de agua y de abundante biomasa vegetal. En 
términos generales, las zonas afectadas corresponden a ecosistemas que 
cumplen con las condiciones climáticas de las variedades de plantas que 
se van a cultivar, pero también, con condiciones que permitan introdu-
cir las materias primas y los insumos necesarios para el procesamiento 
de los estupefacientes, así como el transporte del producto final; todo, 
bajo un esquema que oculte de las autoridades las actividades realizadas 
(Dirección Nacional de Estupefacientes, 2004).

Estas zonas corresponden, por lo general, a ecosistemas ambienta-
les sensibles y de importancia ambiental; usualmente, los ecosistemas de 
bosque andino y altoandino (para cultivos de amapola y de marihuana) 
y las llanuras y las selvas de la Orinoquía y la Amazonía (principalmente, 
para los cultivos de coca), caracterizados por la presencia de comunida-
des bióticas (fauna y flora) que en muchos casos son únicas y exclusivas 
de dichas regiones. La irrupción de tales cultivos ilícitos en esos terri-
torios genera una serie de aspectos ambientales que, a su vez, inciden 
con efectos negativos, como impactos ambientales y sociales; muchos de 
ellos, permanentes e irreversible (Dirección Nacional de Estupefacien-
tes, 2004).

Los aspectos y los impactos ambientales inician desde el momento 
mismo de la preparación del cultivo, debido a que en esta fase se requie-
re eliminar, en muchos casos, la flora existente. Muy a menudo, se proce-
de a la tala o la quema del bosque nativo, la destrucción de la cobertura 
vegetal del suelo y la modificación de la estructura edáfica de este. Se 
calcula que para preparar el terreno de 1 ha productiva de amapola se 
destruyen 2,5 ha de bosque, y para una de coca, 3 ha, en promedio, 
con un mínimo de 1,7 ha de bosques que desaparecen por el cultivo de 
una sola hectárea de coca (Dirección Nacional de Estupefacientes, 2004;  



Seguridad humana y crímenes ambientales

l     88     l

Departamento Nacional de Planeación, 2015). Teniendo en cuenta que 
se busca evadir a las autoridades y que los suelos, por sus caracte-
rísticas edáficas, son poco productivos, los campos son abandonados, 
máximo, a las tres siembras, para buscar nuevos campos selva adentro, 
lo que acelera el proceso de deforestación (Dirección Nacional de Es-
tupefacientes, 2004).

Una vez limpiado el terreno, en la siguiente fase se busca modificar 
las condiciones del suelo, mediante el uso de agroquímicos. Dado que 
estas zonas tienen una escasa vocación agrícola y se caracterizan por 
sus suelos exclusivamente forestales, que solo albergan vegetación na-
tiva y son pobres en nutrientes (Román, 2015), deben ser tratados para 
que se puedan obtener altas producciones en los cultivos. De acuerdo 
con la Dirección Nacional de Estupefacientes, el 92,5 % de los culti-
vadores ilegales utilizan algún tipo de agroquímico para fertilizar el 
suelo; la situación de riesgo en términos ambientales no solo radica 
en la aplicación del agroquímico y en el proceso mismo de “dosifica-
ción”, sino, además, en la disposición que se hace de los envases o los 
empaques del fertilizante; al ser una actividad ilegal, el seguimiento de 
estándares y buenas prácticas de gestión y manejo de envases y empa-
ques, con contenido de sustancias peligrosas, pasa a un plano de muy 
bajo interés.

Pero no solo se usan agroquímicos para fertilizar: los cultivadores 
hacen uso de insecticidas y de fungicidas para controlar las plagas y las 
enfermedades que afectan el crecimiento de los cultivos de coca, de 
marihuana y de amapola; no existe diferencia alguna entre los cultivos 
a gran escala o los pequeños cultivadores frente al uso de este tipo de 
sustancias químicas: en el imaginario del cultivador, se tiene como pre-
misa que una mayor dosis de plaguicidas aumenta la efectividad de la 
sustancia. La clase y la variedad de insecticidas y fungicidas utilizados 
varía frente a la de herbicidas; estos últimos se limitan en número y 
principios activos frente a los primeros.

El 47 % del producto químico aplicado para controlar plagas en un 
cultivo se deposita en los suelos y las aguas colindantes, mientras que el 
53 % restante se dispersa en la atmósfera. De acuerdo con la naturaleza 
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química del plaguicida empleado, los efectos sobre el medio acuático 
pueden variar. En los cultivos ilícitos suelen emplearse grandes canti-
dades de plaguicidas organoclorados, los cuales tienen una reacción 
lenta con el oxígeno disuelto del agua, que ya tiene concentraciones 
altas de materia orgánica disuelta y compuestos húmicos (sustancias 
derivadas de la descomposición de la vegetación), debido al arrastre 
de sedimentos producido por la preparación del terreno. Esta reacción 
libera peróxido de hidrógeno (H2O2), que afecta considerablemente 
la microbiota del cuerpo de agua superficial (Dirección Nacional de 
Estupefacientes, 2004).

En el procesamiento, la transformación de las hojas de coca a co-
caína requiere, además de plaguicidas, otras sustancias tóxicas que son 
empleadas indiscriminadamente; algunas de ellas son de uso legal y sin 
restricciones, como la gasolina, el bicarbonato de sodio (NaHCO3) y el 
cloruro de calcio (CaCl2), y otras son objeto de control por parte de las 
autoridades, como las acetonas, la soda cáustica (NaOH) y el perman-
ganato de potasio (KMnO4).

Los residuos de los mencionados productos son vertidos posterior-
mente en cuerpos de agua superficial cercanos; también, en los suelos 
del cultivo y los colindantes, y muchos de ellos pueden percolar y con-
taminar los acuíferos subterráneos del lugar, mientras los que no per-
colan son arrastrados por escorrentía hacia fuentes de agua superficial, 
como se muestra en la tabla 2. Otra forma de contaminación de los 
cuerpos de agua superficial es la descomposición de las hojas de coca 
procesadas, que aumenta la cantidad de materia orgánica y la demanda 
bioquímica de oxígeno. De acuerdo con cifras de la Dirección Nacio-
nal de Estupefacientes (2004), por cada kilogramo de hoja procesada 
se vierten en el ambiente 1,9 L de ácido sulfúrico (H2SO4), más 1,25 L 
de amoníaco (NH3), 193,75 L de aguas residuales tóxicas y 625 kg de 
residuos vegetales. En la tabla 2 se describen los principales aspectos e 
impactos ambientales en función de las actividades de cultivo de ama-
pola, de marihuana y de coca.
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Tabla 2. Aspectos e impactos ambientales asociados  
a cultivos ilícitos (amapola, marihuana y coca)

Aspecto ambiental Impacto ambiental Tipo (directo/
indirecto)

Levantamiento de la 
cobertura vegetal del 
suelo y deforestación.

Destrucción de nichos ecológicos y de 
cadenas tróficas.

Directo/indirecto

Destrucción de los microorganismos, 
con su potencial genético.

Directo/indirecto

Erosión edáfica; destrucción de la 
textura y de la estructura de los suelos.

Directo

Disrupción en los cursos de migración 
de especies y de descanso

Indirecto

Alteraciones en los regímenes de 
lluvias y clima local; incidencia sobre la 
pluviosidad, la humedad relativa y, en 
general, sobre el clima.

Indirecto

Aumento considerable de las emisiones 
de CO2.

Indirecto

Extinción de especies endémicas. Directo/indirecto

Deterioro de los nacimientos de agua. Directo/indirecto

Fragmentación del ecosistema y 
desplazamiento de la fauna.

Directo/indirecto

Sustancias químicas 
procedentes de 
fertilizantes, 
agroquímicos, 
fungicidas, 
insecticidas en el 
terreno de cultivo.

Contaminación de fuentes hídricas por 
escorrentía superficial y subsuperficial.

Directo/indirecto

Pérdida de nutrientes en el suelo. Directo/indirecto

Incremento en la acidez del suelo, con 
la consecuente pérdida de fertilidad.

Directo/indirecto

Favorecimiento de la aparición de 
plagas.

Indirecto

Residuos de envases 
con contenido 
de plaguicidas, 
fertilizantes, 
agroquímicos, 
insecticidas.

Contaminación de fuentes hídricas, 
dada la descarga de contaminantes en 
ellas.

Directo

Emisiones de contaminantes 
atmosféricos (material particulado, 
SOX, NOX, CO, dioxinas y furanos), 
por la quema de los residuos plásticos.

Directo
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Aspecto ambiental Impacto ambiental Tipo (directo/
indirecto)

Residuos de hojas de 
coca procesadas.

Contaminación de las fuentes 
hídricas, por escorrentía superficial 
y subsuperficial, y afectación del 
ecosistema acuático, hábitat de 
especies.

Directo

Pérdida de nutrientes en el suelo. Directo

Incremento en la acidez del suelo, con 
la consecuente pérdida de fertilidad.

Directo

* Se entiende por impacto directo aquel que es el resultado de un aspecto ambiental generado en virtud 
de una actividad; por su parte el impacto indirecto se deriva de otro impacto causado sobre los recursos.

Fuente: elaboración propia.

La erradicación de los cultivos también genera aspectos ambienta-
les importantes, y existen posiciones encontradas al respecto, pues para 
algunos, la magnitud de los impactos producidos por el cultivo es mu-
cho más severa; en parte, porque la mezcla empleada por el programa 
de erradicación de cultivos resulta de menor riesgo de aplicación —por 
clasificación toxicológica, dosis y periodos de aplicación— que los pla-
guicidas y los agroinsumos que se requieren para el cultivo y el procesa-
miento de las drogas (Dirección Nacional de Estupefacientes, 2004); no 
obstante, otros se oponen —particularmente, a las fumigaciones, que, 
por su carácter, ponen en peligro la diversidad biológica en los diferen-
tes ecosistemas del país—.

Si bien es cierto que la formulación de la mezcla aplicada en los cul-
tivos ilícitos fue clasificada por el Ministerio de Protección Social como 
categoría toxicológica III —esto es, medianamente tóxico— (Dirección 
Nacional de Estupefacientes, 2004), no se puede desconocer que el prin-
cipio toxicológico que señala la existencia de un efecto tóxico, aun cuando 
se está expuesto a bajas concentraciones y largos tiempos de exposición 
(Álvarez, 2016), puede ser relevante, tomando en cuenta las características 
de la fauna y la flora en las áreas intervenidas, las cuales, generalmente, 
hacen parte de ecosistemas ambientales sensibles y se ven seriamente afec-
tadas por las sustancias empleadas para la fumigación (Osorio, 2003).
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Conclusiones

Los aspectos ambientales que se generan en los cultivos ilícitos ge-
neran modificaciones en las condiciones de los suelos y los cuerpos de 
agua superficial; aunque tienen impactos directos diferentes, los efectos 
colaterales inciden indirectamente en ambos recursos y están relaciona-
dos entre sí. Este comportamiento puede estar relacionado con el hecho 
de que la interacción suelo-agua es dinámica, y que la mayoría de los cul-
tivos se hallan ubicados en ecosistemas ambientalmente sensibles, carac-
terizados por la presencia de cuerpos de agua superficial, para evacuar el 
producto procesado y los residuos generados.

En los cultivos ilícitos se utilizan indiscriminadamente distintas sus-
tancias de interés toxicológico, que generan impactos directos e indirec-
tos en fuentes de agua superficial y en el suelo. El mantenimiento de los 
cultivos ilícitos es el que genera los mayores impactos frente a la erradi-
cación del cultivo; no obstante, así en la erradicación las concentraciones 
del plaguicida sean más bajas, el principio toxicológico que señala un 
efecto tóxico, aun cuando se está expuesto a bajas concentraciones, pero 
por periodos largos de exposición, cobra relevancia, teniendo en cuenta 
que la mayoría de dichos cultivos están ubicados en ecosistemas ambien-
talmente sensibles.

Minería ilegal, un soporte en la financiación de activi-
dades criminales

Los países de América Latina y el Caribe se destacan por su varie-
dad de recursos, su biodiversidad, sus fuentes hídricas, y la variedad de 
sus pisos térmicos, que dan vida a una multitud de materias primas y 
de insumos, así como al desarrollo de un sinnúmero de actividades que 
soportan la economía. Bajo estas condiciones, también abunda la diver-
sidad de actividades que se llevan a cabo a la sombra de la formalidad y 
de la legalidad; además, no es un secreto que el desarrollo de actividades 
ilegales en algunos casos soporta o financia las actividades criminales, lo 
que redunda en el término de actividades al margen de la ley.
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La minería ilegal es una de las actividades inherentes al conflicto 
armado en Colombia; es por eso por lo que el objetivo de esta sección 
es identificar los principales impactos asociados al desarrollo de esta ac-
tividad analizando las zonas y las situaciones que impulsan el desarrollo 
de la actividad fuera de ley, lo cual es un eslabón prioritario en la cadena 
para dar respuesta a la pregunta de investigación: ¿Cuáles son los impac-
tos ambientales asociados al conflicto armado en Colombia?

En el ámbito nacional, se encuentra que la riqueza natural del país 
es soporte, entre otros, de fuentes de materiales minerales. No solo se 
trata de oro, carbón o esmeraldas, que son materiales de alto valor en 
la economía nacional, sino también, de cobre, níquel, platino, plata y 
hierro en los metales y los materiales de construcción, que, en conjunto, 
son recursos minerales que se encuentran a lo largo y ancho de Colom-
bia; principalmente, en municipios de los departamentos de Antioquia, 
Chocó, Córdoba, La Guajira, Cesar, Santander, Norte de Santander, Bo-
yacá, Cundinamarca, Tolima, Bolívar, Caldas, Risaralda, Cauca, Valle del 
Cauca y Nariño (Ayala et al., 2019).

En diferentes zonas de los mencionados departamentos se encuentra 
un alto potencial para la explotación de recursos minerales (metales y 
minerales preciosos) que, de acuerdo con la extensión del territorio y los 
pisos térmicos, dan cabida a diversidad de especies y ecosistemas, y coin-
ciden con zonas de alto interés ambiental, áreas y ecosistemas ambienta-
les priorizados en virtud de sus servicios ecosistémicos, de su importan-
cia ecológica, de sus áreas de protección y de sostenibilidad de hábitats 
de especies necesarias para la conservación, y de sus áreas priorizadas 
para la conservación y la protección de especies en peligro de extinción 
o frágiles (Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales 
[IDEAM], 2020; Servicio Geológico Colombiano, 2011a, 2011b).

Pese a esta riqueza natural, que coincide con la presencia de minerales 
propicios para su explotación y su aprovechamiento, y que se constituye 
en una importante materia prima, vista, en algunos casos, como el impul-
sor del país, la locomotora del país, debe mencionarse que Colombia es 
un país con altos índices de pobreza multidimensional. Este índice con-
creta el análisis en cinco dimensiones: 1) condiciones educativas del hogar;  



Seguridad humana y crímenes ambientales

l     94     l

2) condiciones de la niñez y la juventud; 3) salud; 4) trabajo y condiciones 
de la vivienda, y 5) acceso a servicios públicos domiciliarios. A su vez, estas 
5 dimensiones involucran 15 indicadores (Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística [DANE], 2020). Para 2018, los municipios con 
mayores niveles de pobreza multidimensional municipal predominan en 
las regiones Orinoquía-Amazonía y Pacífica, y los municipios con meno-
res porcentajes se encuentran en las regiones central y oriental del país 
(DANE, 2020). En municipios de La Guajira, Vichada y Chocó se presen-
tan niveles cercanos al 92 % de pobreza multidimensional. Una situación 
permanente y que, contrario a las necesidades del país, es un indicador 
necesario en la sostenibilidad de organizaciones ilícitas.

La minería es una actividad de reconocido desarrollo histórico, que 
incluye la minería de subsistencia, la minería informal y la minería ile-
gal. Esta última se caracteriza por realizarse sin título minero, e incluye 
a aquella con título minero, pero cuya extracción se hace en zonas sin 
licencia (Ministerio de Minas y Energía, 2003). De acuerdo con el censo 
minero 2010-2011 (Ministerio de Minas y Energía, 2012), de un total 
de 14 357 unidades de producción minera censadas, el 63 % no conta-
ban con título minero; estas se localizan, principalmente, en los depar-
tamentos de Antioquia, Atlántico, Bolívar, Cauca, Córdoba, Chocó, La 
Guajira, Magdalena, Risaralda y Valle del Cauca (Ministerio de Minas 
y Energía, 2012). Ante eso, llama la atención la definición de minería 
ilícita, pues no en todos los casos se trata de actividades mineras que fi-
nancian a grupos al margen de la ley. Para 2019 se identificó la presencia 
de minería ilegal en 340 municipios; o sea, un incremento del 7,35 % con 
respecto a 2017 (Restrepo, 2019); se destacan en dicho renglón produc-
tivo la explotación de oro, de material de arrastre y de carbón.

La minería ilegal es definida desde el marco de la exploración, la 
extracción o la captación ilícita de minerales de propiedad nacional o de 
propiedad privada, sin el correspondiente título minero vigente o sin la 
autorización del titular de dicha propiedad, tal cual se describe en la Ley 
685 de 2001. La minería es una actividad económica que comprende las 
fases de exploración y explotación, y cuyo desarrollo está supeditado al 
cumplimiento de requisitos, lineamientos y regulaciones establecidas en 
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el territorio nacional. Esto mismo se mantiene en el ámbito internacio-
nal. Se incluyen operaciones en superficie, canteras y dragado aluvial (en 
las riberas, los cauces y las terrazas aluviales), así como el tratamiento 
y la transformación bajo tierra o en superficie (Ministerio de Minas y 
Energía, 2012).

En este orden de ideas, la exploración y la explotación de los re-
cursos naturales sin el debido proceso y sin el debido cuidado para la 
prevención, la mitigación, la corrección y la compensación de los impac-
tos ambientales, causados en el desarrollo de dichas actividades, limitan 
la disponibilidad y la capacidad de los recursos naturales. Se presenta 
degradación de los recursos por sobreexplotación y por contaminación; 
además, un uso y una explotación excesivos sin los controles necesa-
rios conllevan la degradación, así como el uso de equipos, de sustan-
cias tóxicas y la generación de aspectos ambientales, como emisiones de 
contaminantes al aire, de vertimientos líquidos, de residuos peligrosos, 
de relaves no gestionados y de ruido, entre otros; además, degradan los 
recursos intervenidos en el área de influencia directa e indirecta de cada 
actividad, como se expresa en la tabla 3. No se descartan los efectos ne-
gativos que la minería legal puede generar, y que, si bien son controlados 
en cumplimiento de la regulación y el ejercicio de seguimiento y control 
propio de la autoridad bajo el marco regulatorio, se siguen presentando.

Es del caso mencionar que la gestión ambiental en el corto plazo, a 
través de las acciones de prevención, mitigación, corrección y compen-
sación de impactos ambientales, se deja ver, generalmente, como más 
costosa y engorrosa para el productor, lo que en algunos casos motiva el 
desarrollo de actividades en ausencia del pleno cumplimiento de com-
promisos legales. Colombia, al ser un Estado con alto potencial para la 
explotación de minerales, establece un panorama sobre el cual las auto-
ridades deben ejercer el seguimiento y el control, lo que supera las ca-
pacidades institucionales. La legalidad, de alguna manera, se ve limitada 
al ejercicio concreto de la autoridad, donde aquellos productores que 
no son monitoreados no encuentran incentivo alguno en un desarrollo 
legal de la actividad ni en un desarrollo respetuoso de la calidad y de 
la capacidad de carga de los recursos. La actividad minera influencia 
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diversas vertientes económicas del país; un desarrollo de esta actividad 
por fuera del cumplimiento legal orientará una menor ecoeficiencia; en 
consecuencia, el deterioro de los recursos naturales en función de un 
crecimiento económico posiblemente con una visión de corto plazo.

Tabla 3. Aspectos e impactos ambientales asociados  
a la minería de extracción

Aspecto ambiental Impacto ambiental
Tipo 

(directo/
indirecto)

Ruido y vibraciones producto de 
voladuras y de la operación de 
equipos.

Disrupción en cursos de migración de 
especies y de descanso.

Directo

Afectación del hábitat de aves y fauna 
terrestre.

Directo

Afectación de condiciones de estabilidad 
del suelo, debido a las vibraciones.

Directo/
indirecto

Contaminación auditiva, afectación a 
poblaciones en el área de influencia.

Directo

Degradación de ecosistemas acuáticos. Indirecto

Escombros y depósitos de desechos 
de rocas o de materiales estériles.

Contaminación de fuentes hídricas y del 
suelo por descarga de escombros.

Directo

Filtraciones de efluentes de mina 
provenientes del depósito del 
material estéril, de las instalaciones 
para la lixiviación, de depósitos 
de relaves, de reactivos químicos 
y de depósitos o lugares de 
almacenamiento, o de drenajes 
ácidos de mina.

Contaminación de fuentes hídricas 
(superficial y subterráneas) por escorrentía 
e infiltración.

Directo

Variaciones en los niveles de agua 
subterránea.

Directo

Contaminación del suelo; alteración de su 
porosidad y de su permeabilidad.

Directo/
indirecto

Gases, humos de escape de 
los vehículos y del equipo, de 
actividades y procesos, de voladuras 
o emisiones generadas por acción 
del viento en los depósitos o las 
pilas de material, por las vías no 
pavimentadas o deterioradas, 
de acetileno para forjar y soldar 
(óxidos de azufre [SOX], óxidos 
de nitrógeno [NOX], monóxido 
de carbono [CO], material 
particulado total [PST y de tamaño 
< 10 µg y 2,5 µg, PM10 y PM2.5], 
metales, compuestos orgánicos 
volátiles [COV]), gases de efecto 
invernadero [GEI]: CO2, N2O.

Contaminación del aire; aporte al 
calentamiento global, a través de emisiones 
de GEI.

Directo

Afectación a la salud de la población por la 
presencia de contaminantes en el aire.

Indirecto



l     97     l

El impacto ambiental del conflicto armado

Aspecto ambiental Impacto ambiental
Tipo 

(directo/
indirecto)

Disrupción de fuentes hídricas, 
desarrollo de actividades de 
infraestructura para la apertura de 
caminos*, ocupaciones de cauces, 
intromisión en el paisaje

Cambio en los patrones de drenaje de 
fuentes hídricas y en la frecuencia de 
inundaciones; sequías.

Directo/
indirecto

Cambio en la topografía y el carácter de la 
vegetación.

Directo/
indirecto

Deforestación; destrucción de la corteza 
terrestre y generación de emisiones de CO2.

Directo/
indirecto

Pérdida de especies.
Directo/
indirecto

Sustancias químicas (cianuro, 
mercurio, plomo, ácido sulfúrico 
[H2SO4] y disolventes usados para 
la separación de los minerales; 
ácido nítrico, nitrato de amonio 
[NH4NO3]; hidrocarburos 
provenientes de combustible 
[gasolina, diésel]).

Contaminación de fuentes hídricas 
superficiales y subterráneas, dada la 
infiltración de las sustancias en el suelo.

Directo

Contaminación del aire.
Directo/
indirecto

Vertimientos. Contaminación de fuentes hídricas. Directo

Reservorio de vectores.
Afectación a la salud; morbilidades por 
reservorios de vectores.

Directo/
indirecto

Extracción de minerales.

Cambio en las condiciones de 
disponibilidad del suelo para usos 
relacionados con la vocación previa a 
la intromisión (agricultura, recreación, 
conservación).

Directo

Pérdida de identidad cultural, dado el 
desarrollo de nuevas actividades como 
parte de la fuerza laboral.

Directo

Cambios en la composición geomorfológica 
de fuentes hídricas.

Directo/
indirecto

Remoción de la cobertura forestal. Directo

Reducción de la conectividad ecológica e 
hidrológica; deterioro del paisaje. 

Directo/
indirecto

Expansión de infraestructura para 
la extracción de minerales*. 

Deforestación; destrucción de la corteza 
terrestre; generación de emisiones de CO2; 
irrupción de ecosistemas terrestres.

Directo/
indirecto

*Actividades que impulsan diversos aspectos ambientales y los impactos referenciados.
Fuente: elaboración propia.

Ecoeficiencia se refiere a un indicador en el ámbito del desarrollo 
sostenible que relaciona dos variables clave en el crecimiento de un país, 
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un territorio, un sector económico o una organización. Este indicador 
corresponde a la relación entre el valor agregado o beneficio económico 
—el cual es un objetivo deseable a los ojos de cada uno de los actores en 
la economía de los países— y los daños ambientales —que también son 
de interés, por cuanto en ellos se soporta la disponibilidad de los recur-
sos, precisamente, para el desarrollo de las actividades económicas—.

Esta característica hace que las zonas en las cuales se desarrolla esta 
minería sean más vulnerables al deterioro de los recursos. Aspectos adi-
cionales que redundan en la ilegalidad corresponden al alto valor eco-
nómico que supone la comercialización de minerales preciosos que se 
extraen. A manera de ejemplo y análisis comparativo, el ciclo de produc-
ción del clorhidrato de cocaína desde la siembra a la cosecha para expor-
tar en Colombia supone 150 días por cada kilogramo de clorhidrato, con 
un valor cercano a los 6 millones de pesos colombianos (1500 dólares, 
aproximadamente); entre tanto, la extracción de 1 kg de oro requiere un 
día, y puede valer 140 millones de pesos (35 000 dólares, aproximada-
mente) (Restrepo, 2019).

Así pues, no hay más incentivo en la explotación minera que generar 
un beneficio económico a toda costa; incluso, a costa de la degradación 
de los recursos de donde se extraen los minerales. Esta afectación re-
dunda en una influencia sobre las dimensiones social y ambiental de los 
territorios, donde los recursos que podrían percibirse de las actividades 
económicas están ausentes, lo que limita la disponibilidad económica 
para la implementación de planes y programas de gobierno a favor de 
acciones en los territorios que lo requieren en todo el territorio nacional.

Estos aspectos e impactos se gestionan con el fin de fomentar una 
producción que oriente el incremento paulatino en la ecoeficiencia, lo 
que incluye la reducción de los impactos ambientales al mismo tiempo 
que se genera un beneficio económico; a su vez, medido esto mediante el 
análisis del comportamiento de los recursos naturales afectados por las 
diferentes actividades, las operaciones y los procesos que se desarrollan 
en la extracción de los minerales de la tierra y de las fuentes hídricas.

Estas condiciones describen la situación esperada por parte de los 
entes de control, incluso dentro del marco de los ODS; específicamente, 
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en lo relacionado con 1: fin de la pobreza, la necesidad de garantizar 8: 
trabajo decente y crecimiento económico, el respeto por 15: vida de los 
ecosistemas terrestres, y bajo el soporte de 16: paz, justicia e instituciones 
sólidas; no obstante, el panorama que se refleja tanto para el indicador 
de ecoeficiencia como para sus componentes individuales es distinto: no 
se encuentra equilibrio para la reducción del deterioro ambiental, sino el 
incremento de este, pues no median medidas específicas de prevención, 
mitigación, corrección ni compensación de los daños causados, asocia-
dos a un ciclo de producción lineal intensificado y lejos de atender los 
retos de la sostenibilidad ambiental o la ecoeficiencia. La minería ilegal 
tiene un espaldarazo en las necesidades básicas no satisfechas de algunas 
poblaciones, así como en la ausencia de la autoridad, entre otros, por la 
limitada capacidad de atención.

La minería ilegal desencadena un ciclo de extracción de los recursos 
y la persecución eterna a los grupos ilícitos, la destrucción de equipos, 
de maquinaria, de zonas de trabajo ilícito, con impactos ambientales que 
se suman a los ya generados en desarrollo de la actividad de la minería 
ilegal. Las comunidades permanecen en el olvido, por la escasez de pro-
gramas que superen la imagen a través del reflejo que se muestra en la 
minería ilegal, y los recursos naturales son los más grandes afectados en 
la matriz de impacto ambiental.

Conclusiones

Diversos estudios y estrategias se han venido desarrollando en la me-
dida en que se espera limitar la minería ilegal, a tal punto que la actividad 
minera sea un soporte para atraer inversión extranjera; no obstante, esto 
también puede convertirse en un problema, a la luz de la necesidad de 
sostener los recursos naturales que provee al país a través de los servicios 
ecosistémicos.

Las redes de monitoreo son un sistema aliado para detectar la varia-
ción en el comportamiento de los recursos. Las autoridades tienen ahí una 
ayuda importante que debe ir más allá de juzgar a quien está desarrollan-
do las actividades en cumplimiento del marco legal establecido, sino, más 
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bien, para identificar nuevas zonas de degradación de los recursos, que de 
manera ilícita condicionan la capacidad de carga de los recursos.

Para las autoridades es un reto identificar la variación en las condicio-
nes de los recursos; lo importante es que tienen una vasta línea base, resul-
tado de estudios desarrollados en diferentes territorios, y que, gracias a las 
nuevas herramientas de sistematización de la información, podrán generar 
un acercamiento al deterioro de los recursos con cifras específicas en cada 
territorio, que permita incluir tal tipo de daños como una responsabilidad 
que debe asumir el Estado, por desconocimiento y limitación en recursos, 
para llegar a las zonas y evitar los daños ambientales.

Atentados en infraestructuras de conducción de recursos 
energéticos (hidrocarburos y redes de transmisión de energía)

Las actividades de transporte de recursos energéticos constituyen 
uno de los principales focos de interés para llamar la atención de los 
sectores público y privado. Es así como los atentados a las redes de con-
ducción de hidrocarburos y energía son un eslabón importante en la 
identificación de los impactos ambientales asociados al conflicto armado 
en Colombia. Esta sección aborda el análisis de dichos impactos.

Atentados a la infraestructura petrolera

Colombia, un país con diversidad de recursos, mueve su economía 
con el apoyo de la energía fosilizada. La oferta de energía primaria en 
Colombia se compone, predominantemente, de combustibles fósiles 
(carbón y petróleo), con una participación cercana al 77 % del total, 
mientras que la hidroelectricidad, el gas natural y las fuentes no con-
vencionales de energía renovable (bagazo, biocombustibles y leña) 
comportan el 23 % restante (Unidad de Planeación Minero-Energética 
[UPME], 2019).

Para el caso de los hidrocarburos, los departamentos en los que se 
realiza la extracción han sido, principalmente, desde donde se marca 
una ruta de transporte a través de oleoductos, gasoductos y carrotan-
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ques a sus sitios de refinación y a diversos puntos de distribución. Los 
más de 5600 km de oleoductos atraviesan los departamentos de Arauca, 
Norte de Santander, Cauca, Nariño, y Putumayo (El Espectador, 2017a). 
Desafortunadamente, dicha actividad ha estado marcada por diferentes 
escenarios sociales, económicos y políticos que incluyen el conflicto y 
actividades al margen de la ley, con atentados y eventos que incrementan 
los riesgos en el área de influencia directa e indirecta al desarrollo de los 
proyectos, no solo para la población, sino también, para los ecosistemas. 
Se han derramado más de 4 119 667 barriles de hidrocarburos en cerca 
de 2600 atentados para el cierre de 2015. Al finalizar 2019, ha habido 
un poco más de 2800 atentados a los dispositivos de transporte de los 
hidrocarburos (El Espectador, 2017a). El 63 % de los derrames ocurrie-
ron en la macrocuenca Magdalena, y en el 93 % de los eventos se regis-
tró afectación del suelo (Departamento Nacional de Planeación, 2015). 
Entre los últimos 20 años, 2001 y 2003 fueron los de mayor afectación 
a los sistemas de conducción y transporte de hidrocarburos, con 260 y 
179 atentados, respectivamente (Manosalva, 2008). Tal situación tiene 
una historia previa: en el periodo 1986-1999 se presentaron más de 150 
muertes asociadas a atentados terroristas contra oleoductos en el país.

Los daños en los recursos naturales superan la capacidad de carga de 
los ecosistemas, por lo cual se hace necesario implementar tecnologías 
de recuperación, restauración y corrección del deterioro impulsado por 
terceros, tanto a la infraestructura como a los ecosistemas. Los efectos 
que se logran con los atentados superan la afectación ecosistémica, pues 
la cercanía de los atentados a cascos urbanos de cabeceras municipales y 
a corregimientos genera una afectación social basada en el deterioro de 
los recursos naturales de los que depende la población (suministro de 
agua, cultivo de alimentos y levante y engorde de especies, entre otros). 
Además, cada situación de derrame es única, pues también es única la 
diversidad en relieve, clima, vegetación, fauna y abundancia de recursos 
hídricos que rige los departamentos y las zonas afectadas por los atenta-
dos a los proyectos lineales (Arias, 2017). De igual manera, la variabili-
dad climática puede influenciar el alcance de la afectación de fuentes hí-
dricas, suelo, fauna y flora; los regímenes de lluvia y las características de 
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caudal de las fuentes hídricas pueden desplazar más o menos la mancha 
del contaminante. Se suman a ello los argumentos de una contaminación 
causada por terceros para limitar la responsabilidad en la atención en 
la restauración de los recursos afectados (Fundación Ideas para la Paz, 
2014a); se entiende que alguien debe pagar por la afectación, que no 
da espera a múltiples trámites, para soportar la responsabilidad en la 
solución, y así evitar los efectos en seguridad alimentaria y seguridad 
hídrica, además del pasivo ambiental y el incremento en la magnitud de 
los daños ambientales.

Un análisis de los impactos ambientales a partir de los atentados con-
tra la infraestructura petrolera debe realizarse, además, en comparación 
con el comportamiento de los recursos afectados. En la tabla 4 se pre-
senta un resumen de los principales impactos y aspectos ambientales 
asociados a los riesgos materializados por terceros.

Tabla 4. Aspectos e impactos ambientales asociados  
a atentados contra la infraestructura petrolera

Aspecto 
ambiental Impacto ambiental Tipo (directo/

indirecto)

Derrame del 
hidrocarburo, 
debido a la 
ruptura de 
ductos de 
transporte de 
hidrocarburos, 
la destrucción 
de tanques de 
almacenamiento 
de crudo y la 
destrucción de 
estaciones de 
servicio.

Contaminación del suelo; pérdida de permeabilidad o de 
compactación; reducción en su capacidad de carga. Directo

Contaminación de la capa vegetal; reducción de la cobertura 
vegetal y de la fauna microbiana. Directo

Deterioro en la estructura del suelo; pérdida del contenido 
de materia orgánica; pérdida de nutrientes minerales del 
suelo, tales como potasio, sodio, sulfato, fosfato, y nitrato.

Directo

Contaminación de los suelos, dada la reducción en el 
intercambio gaseoso con la atmósfera y el desarrollo de 
procesos fisicoquímicos en las capas superficiales del suelo, 
con efectos adicionales en la fauna y la flora dependientes 
del territorio.

Directo

Cambio en las condiciones de disponibilidad del suelo para 
usos relacionados con la vocación previa a las voladuras; 
pérdida de la fertilidad del suelo; bajo rendimiento de 
cosechas y de los terrenos para actividades pecuarias; 
posibles daños en la salud humana y en el ecosistema.

Directo

Afectación de la flora: cambio en el número de especies de 
plantas (árboles, arbustos, cultivos, plantas acuáticas).

Directo/
indirecto

Degradación de la flora, con la limitación en el desarrollo de 
procesos fotosintéticos.

Directo/
indirecto
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Aspecto 
ambiental Impacto ambiental Tipo (directo/

indirecto)

Derrame del 
hidrocarburo, 
debido a la 
ruptura de 
ductos de 
transporte de 
hidrocarburos, 
la destrucción 
de tanques de 
almacenamiento 
de crudo y la 
destrucción de 
estaciones de 
servicio.

Degradación de ecosistemas acuáticos; pérdida de especies. Directo/
indirecto

Afectación del hábitat de aves y de fauna terrestre. Directo/
indirecto

Reducción de oxígeno disuelto en fuentes hídricas, y de 
procesos fotosintéticos, incluyendo la toxicidad asociada a la 
ingestión o la absorción a través de la piel; afectación en el 
intercambio de gases y de la regulación de la temperatura. 

Directo/
indirecto

Contaminación de fuentes hídricas, incluidas las de 
abastecimiento de agua para consumo humano (superficial 
y subterráneas), por escorrentía e infiltración, además de la 
afectación a las fuentes marítimas, al ser alcanzadas por las 
aguas aceitosas.

Directo/
indirecto

Afectación a la salud de mamíferos por el contacto directo 
con el hidrocarburo, lo cual afecta la interacción del oxígeno 
con la sangre; intoxicaciones; muerte de especies acuáticas. 

Directo/
indirecto

Desplazamiento de comunidades, al presentarse la afectación 
de las fuentes de recursos naturales para su subsistencia. Indirecto

Impacto socioeconómico por la afectación en el desarrollo de 
actividades propias de la zona: pesca y cultivos, entre otras. Indirecto

Intensificación de la vulnerabilidad de ecosistemas ya 
contaminados o afectados por actividades humanas. Indirecto

Afectación de cadenas productivas dependientes de la pesca, 
la siembra y las demás actividades pecuarias. Indirecto

Emisiones 
atmosféricas 
por el uso de 
explosivos en los 
atentados.

Contaminación del aire en el ámbito local, por el incremento 
en las concentraciones de material particulado, óxidos de 
azufre o de nitrógeno, y de monóxido de carbono.

Directo

Incendios.

Destrucción de bosques; afectación de la fauna y de las 
fuentes hídricas.

Directo/
indirecto

Afectación de zonas de vivienda que pueden ser alcanzadas 
por explosiones e incendios producto de los atentados. Directo

Contaminación del aire por contaminantes locales; aporte al 
calentamiento global. Directo

Explosión de 
sistemas de 
almacenamiento 
y transporte de 
combustible.

Contaminación del aire por contaminantes locales; aporte al 
calentamiento global. Directo

Fuente: elaboración propia.

Las actividades ilícitas incluyen no solo los atentados, sino también, 
las conexiones ilícitas para el hurto del producto, además de la opera-
ción ilícita de sitios para el refinamiento de hidrocarburos, con la conse-
cuente generación de aspectos ambientales asociados a aguas aceitosas, 
con altas concentraciones de metales, fenoles, cloruros y residuos peli-
grosos, producto de una actividad al margen de la ley, y que no vincula 
tecnologías para controlar o prevenir la contaminación.
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Atentados a la infraestructura eléctrica

La interrupción del fluido eléctrico en algunas zonas del país sucede 
por atentados terroristas, además del acceso no controlado a conexiones 
ilícitas, en sectores donde hay presencia de cultivos ilícitos (Caracol Ra-
dio, 2018). Durante el periodo 2002-2016, fueron derribadas cerca de 
2101 torres de energía; 2002 fue el año con el mayor número de torres de 
energía afectadas de esa forma (483) (Ministerio de Defensa Nacional, 
2008; 2016). Algunos de los impactos causados por la voladura de torres 
de energía se muestran en la tabla 5.

Tabla 5. Impactos generados por la voladura de torres de energía

Aspecto 
ambiental

Impacto ambiental
Tipo (directo/

indirecto)

Voladura de 
las torres de 
transmisión de 
energía.

Impacto socioeconómico, por la afectación en el 
desarrollo de actividades propias de la zona: pesca, 
cultivo, etc.

Indirecto

Intensificación de la vulnerabilidad de ecosistemas ya 
contaminados o afectados por actividades humanas.

Indirecto

Afectación de cadenas productivas dependientes de la 
pesca, la siembra y las demás actividades pecuarias.

Indirecto

Afectación de zonas de vivienda que pueden ser 
alcanzadas por explosiones e incendios producto de los 
atentados.

Directo

Incendios.
Destrucción de bosques; afectación de la fauna y de las 
fuentes hídricas.

Directo/
indirecto

Emisiones 
atmosféricas 
por el uso de 
explosivos en 
los atentados.

Contaminación del aire en el ámbito local, por 
incremento en las concentraciones de material 
particulado, óxidos de azufre o de nitrógeno, y de 
monóxido de carbono.

Directo

Fuente: elaboración propia.

La población, los bosques y el suelo son los principales elementos 
vulnerables en este tipo de atentados, lo que intensifica los efectos a 
mediano y largo plazo. La magnitud del daño dependerá de los ecosis-
temas intervenidos como del agente causal en cada uno de los atentados 
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materializados; no obstante, los impactos enunciados en la tabla 5, la 
actividad que implica la instalación de la infraestructura aborda diferen-
tes impactos sobre los recursos, que se suponen previos a los atentados 
contra la infraestructura ya instalada.

Conclusiones

Los atentados en la conducción de los recursos energéticos dejan 
una gran huella en los recursos naturales, los bosques, el recurso hídri-
co, el suelo, las especies y la atmósfera; los efectos son de largo alcance 
y requieren medidas prospectivas, de mitigación y control que permitan 
reducir la vulnerabilidad de los recursos afectados. Las redes de con-
ducción de los recursos energéticos, además de aportar a la economía 
del país, son hilos que por su función y el recurso que conducen se ha-
cen vulnerables; así mismo, conectan con recursos fundamentales para 
el desempeño de las poblaciones y las comunidades de especies en los 
ecosistemas y la sociedad.

Ambiente y posconflicto

El conflicto armado en Colombia ha dejado, sin duda alguna, una 
alta generación de aspectos e impactos ambientales. Durante años, los 
ecosistemas colombianos —en especial, las áreas protegidas cercanas a la 
zona del conflicto— han padecido distintas presiones directas e indirec-
tas, como atentados contra la infraestructura energética, cultivos ilícitos, 
minería ilegal y la expansión de la frontera agrícola. Con el fin de abor-
dar la pregunta de investigación —¿Cuáles son los impactos ambientales 
asociados al conflicto armado en Colombia?—, se analizan los impactos 
generados por el posconflicto, como actividad que supone el cese de las 
actividades ilícitas analizadas en los numerales previos a esta sección.

Se estima que entre la década de 1990 y la primera década del siglo 
XXI, al menos 3 millones de ha fueron deforestadas en el país como con-
secuencia del conflicto armado en áreas protegidas, lo que corresponde 
al 58 % del total de área devastada; de igual manera, los atentados contra 
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oleoductos dejan como resultado casi 4,1 millones de barriles derramados 
sobre fuentes de agua superficiales y suelos (Bustos & Jaramillo, 2016).

Paradójicamente, la presencia histórica de grupos armados en Co-
lombia —en especial, en áreas protegidas (en la serranía de La Maca-
rena, Putumayo, Guaviare, Caquetá, Catatumbo, Meta y el Nudo del 
Paramillo, o la altillanura, entre otros) contribuyó durante décadas a 
proteger estos territorios biodiversos evitando el acceso de otros actores 
y el poblamiento, la realización de proyectos o megaproyectos de desa-
rrollo y la explotación industrial de los territorios (Rojas Robles, 2018).

Esta protección obedece a un efecto colateral de una misión táctica 
buscando camuflar sus actividades y obstaculizar las operaciones contra-
guerrilla del Ejército Nacional (Benavides, 2019b).

Desde la implementación de los acuerdos de paz y con la desmo-
vilización de las FARC, muchos de estos lugares, que antes eran inac-
cesibles, pudieron ser visitados por instituciones de investigación; no 
obstante, contrario a lo esperado, la presencia efectiva del Estado en 
estos territorios fue limitada, y ello orientó el acceso de nuevos actores, 
tales como los propios disidentes de las FARC, los clanes narcotrafican-
tes, bandas criminales y terratenientes que empezaron las disputas por la 
gobernabilidad del territorio (Rojas, 2018).

La ocupación por parte de estos actores ha tenido una incidencia 
directa e indirecta en dichas áreas, al generar impactos ambientales re-
sultado de actividades como la minería ilegal, los cultivos ilícitos, la con-
taminación de las fuentes de agua superficiales y los incendios, así como 
daños a la fauna y la flora, para extender la frontera agropecuaria. En 
los últimos tres años (2017-2019) el país ha perdido cerca de 512 000 
hectáreas de bosque primario, lo que equivale a que ciudades como Me-
dellín, Bogotá y Cali hubiesen desaparecido del mapa. Municipios como 
La Macarena, San Vicente del Caguán y Tibú concentraron el 46 % de la 
deforestación en el mismo periodo (Weisse & Goldman, 2020).

Los incendios y la tala de árboles son los principales aspectos am-
bientales que contribuyen a la deforestación, ya que son la forma más 
fácil para que los actores criminales puedan apropiarse de la tierra (Paz, 
2019); una vez deforestada, la zona se usa para el desarrollo de cultivos 
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lícitos e ilícitos y pastizales para ganadería extensiva, pero también, para 
el desarrollo de actividades de minería ilegal. Las vías informales y los 
ríos navegables facilitan la llegada de agentes deforestadores a las zonas; 
sin embargo, no solo los grupos ilegales tienen interés en ocupar estos 
territorios abandonados por las FARC: el afán de impulsar el desarrollo 
energético en el país podría convertirse en una amenaza que conlleve 
un mayor deterioro ambiental de las áreas protegidas y las demás zonas 
que se intervienen, con impactos como demanda creciente por el agua, 
contaminación de fuentes de agua superficial y subterránea (además de 
su disminución en calidad y disponibilidad) y deterioro del paisaje y del 
suelo, entre otros (Rojas, 2018).

A pesar de las acciones desarrolladas por el Estado en busca de fo-
mentar el conocimiento, la conservación, el manejo y el aprovechamien-
to sostenible de la biodiversidad en los territorios ocupados por actores 
del conflicto, el desescalamiento del conflicto armado ha traído la pre-
sencia de diversos actores con intereses en los recursos existentes en el 
territorio, lo cual evidencia que la víctima silenciosa resulta ser el medio 
ambiente, y que requiere atención especial evitando estas disputas, ge-
neradoras de tensiones que terminan impactando los recursos naturales.

Análisis de los principales aspectos e impactos ambientales 
asociados

Esta sección presenta un análisis integrado de los principales aspec-
tos y de los impactos ambientales del conflicto armado en Colombia, lo 
cual permite concretar la respuesta a la pregunta de investigación que 
aborda el desarrollo de este capítulo.

El conflicto que ha vivido nuestro país ha dejado, además de la pér-
dida en vidas humanas (1 727 156 fallecidos) y víctimas del conflicto ar-
mado sujeto de atención (9 014 766 víctimas) (Unidad para la Atención 
y Reparación Integral de Víctimas, 2020), grandes daños en los ecosiste-
mas nacionales. De acuerdo con el Departamento Nacional de Planea-
ción (DNP, 2016), por culpa del conflicto se perdieron 30 millones de ha 
de bosque en el periodo 1999-2013; el 69 % del total de la deforestación 
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del país fue registrada en los departamentos de Meta, Caquetá, Putuma-
yo, Guaviare y Nariño, con la consecuente generación de 1300 millones 
de t de CO2, además del cambio en la vocación de uso del suelo de cerca 
de 780 000 ha de bosque, incluso después de haberse firmado los acuer-
dos de paz con las FARC. Tanto el cultivo de coca como la extracción 
de minerales para uso ilícito han sido los principales motores de la defo-
restación, después de la praderización, o cambio de bosques a pastizales 
asociados, en algunos casos, al acaparamiento de tierras y el lavado de 
activos, unidos a la expansión de infraestructura vial cercana a carre-
teras informales (González et al., 2018). Adicionalmente, la extracción 
ilícita de minerales ha afectado a más del 60 % de las fuentes hídricas de 
nuestro país (DNP, 2016), junto con los derrames de crudo y refinados 
gracias a atentados y conexiones ilícitas.

Estas presiones sobre los ecosistemas llevan a limitar los servicios 
ecosistémicos asociados a la regulación y el suministro hídricos —que, 
además, surten acueductos veredales y regionales—, al control de ero-
siones, a la captura de carbono y a la productividad de suelos, entre 
otros (DNP, 2017). Además, los municipios en los cuales la diversidad 
ecosistémica ha sido afectada también son territorios con bajo desarro-
llo rural y de baja capacidad institucional (DNP, 2015); se destacan por 
ser zonas con altos niveles de pobreza multidimensional, con grandes 
desafíos para el cierre de brechas socioeconómicas, lo cual se suma a la 
extracción, la explotación y el deterioro de los recursos naturales. En 
materia de cultivos ilícitos, la deforestación y la consecuente pérdida de 
ecosistemas son algunos de sus principales efectos: por cada hectárea 
de coca cultivada desaparecen, como mínimo 1,7 ha de bosques (DNP, 
2015). En materia de minería ilegal, esta se ha venido desarrollando, 
principalmente, en zonas amortiguadoras; de ahí el deterioro del suelo y 
de las fuentes hídricas, por deslizamientos, erosión del suelo, acumula-
ción de residuos y vertimiento de sustancias químicas como el mercurio 
a fuentes hídricas, entre otros (DNP, 2015).

Los efectos directos de estas actividades dejan entrever la gran afec-
tación que se presenta en los recursos; de la misma forma, se siguen con-
tando los efectos al mediano y largo plazo de la intervención abrupta de 
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los ecosistemas. Al respecto, se presenta en la figura 3 un consolidado de 
los impactos directos generados por las actividades descritas en los apar-
tados previos. Este consolidado se basa en una comparación cualitativa 
de los diferentes impactos que se registran en las actividades de minería 
ilegal, cultivos de coca, amapola y marihuana, así como en los atentados 
a las redes de conducción de hidrocarburos y de energía eléctrica; se 
incluye un análisis de la influencia del posconflicto en el ambiente.

El diagrama que se muestra en la figura 3 establece la comparación, 
mediante anillos concéntricos, de la magnitud del impacto en las fuentes 
hídricas, el suelo, la fauna, la flora, el aire y el ser humano, como receptor 
final de los servicios ecosistémicos. Este diagrama es indicativo de los 
diferentes impactos. No se descartan impactos adicionales; sin embargo, 
en la figura 3 se presentan los de mayor relevancia.

De adentro hacia afuera, la figura 3 muestra cinco anillos, que repre-
sentan la proporción de los impactos generados por las actividades de 
la minería ilegal (anillo del centro), los cultivos ilícitos (segundo anillo), 
los atentados a la red de conducción de hidrocarburos (tercer anillo), los 
atentados a torres de energía (cuarto anillo) y la influencia del poscon-
flicto en el ambiente (anillo exterior). El deterioro del suelo (color café) 
y de las fuentes hídricas (color azul) son los impactos más recurrentes en 
las actividades analizadas, al desencadenar impactos adicionales, como 
la pérdida de hábitats y de especies. Los servicios ecosistémicos (abas-
tecimiento, soporte, regulación, cultural) propios de cada territorio se 
reducen a la pérdida que se ha sufrido en cada especie y cada recurso.

Los impactos analizados en la figura 3 presentan un efecto que que-
da remanente en algunos casos, lo cual depende de la magnitud del even-
to generador de los daños ambientales, pero también, de las medidas 
de atención, control y corrección de aspectos ambientales e impactos 
presentados. Por su parte, en la figura 4 se ilustran los impactos gene-
rados para las mismas actividades, pero a través de un análisis de su 
permanencia en el mediano y en el largo plazo. A través del diagrama 
presentado en la figura 4 se responde a la pregunta: ¿En qué proporción 
podría mantenerse el impacto generado por la actividad en el mediano y 
en el largo plazo?
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Figura 3. Principales afectaciones ambientales de las actividades 
ilícitas.

Fuente: elaboración propia.
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Figura 4. Impactos que permanecen en el mediano y en el largo 
plazo.

Fuente: elaboración propia.
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Se destaca que en el análisis de los impactos presentados en el me-
diano y en el largo plazo, los efectos asociados a atentados contra la 
infraestructura eléctrica son, principalmente, los que ocurren durante el 
evento, por lo que los efectos en el mediano plazo podrían presentarse 
en una medida muy reducida, en comparación con el evento inicial; de 
ahí que en la figura 4 no se refleje el anillo a través de la gama de colores 
que representa diferentes impactos.

Aun con la capacidad de depuración propia de ecosistemas, así como 
la de los recursos hídrico y atmosférico, los daños generados por activi-
dades tan lesivas como la extracción de minerales, el uso de sustancias 
químicas en el suelo sin considerar su capacidad de carga, la descarga de 
sustancias químicas e hidrocarburos en fuentes hídricas y el suelo ter-
mina por superar la capacidad de carga de los recursos, y deja en el me-
diano y largo plazo efectos que requieren el desarrollo de medidas para 
que pueda aportarse en la posible depuración de los contaminantes; sin 
embargo, la pérdida de especies es un evento que permanece en el largo 
plazo, y ligado estrechamente con el fenómeno de la deforestación, que, 
si bien parece inmediato y aparentemente no permanece en el tiempo, 
sí tiene una incidencia en el tiempo, debido, en gran parte, a procesos 
secundarios que lo dinamizan y lo potencian, como la erosión.

Resiliencia de los recursos y los pasivos ambientales

Los pasivos ambientales han sido objeto de gran preocupación; prin-
cipalmente, para las entidades del ámbito gubernamental y para los gru-
pos de interés directamente afectados por el deterioro de los recursos. 
Esto puede comprenderse al hacerse un análisis histórico de los procesos 
desarrollados para establecer una política pública para la gestión y la 
atención de los pasivos ambientales, por cuanto es claro que el desa-
rrollo de diversas actividades deja un remanente en el cual no siempre 
se ejecutan planes de abandono y restauración final congruentes con lo 
establecido dentro del marco técnico y legal, además de la disposición 
no controlada de desechos previa a la regulación ambiental y sanitaria en 
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la materia. A eso se suman las actividades desarrolladas fuera del ámbito 
legal, y otras, en las que se incluyen los atentados a la infraestructura de 
conducción de recursos energéticos como los hidrocarburos, e incluso, 
atentados que afectan el transporte de sustancias químicas, y que, en 
conjunto, pueden generar un deterioro de los recursos.

Esta sección analiza los impactos ambientales generados por las activi-
dades ilícitas atendiendo a su persistencia en el tiempo y dando cuenta del 
deterioro que generan los pasivos ambientales. La definición del término 
pasivo ambiental, así como el establecimiento de claros lineamientos para 
su gestión, viene trabajándose desde antes de 2000, lo cual coincide con 
los grandes eventos de deterioro de los recursos naturales en los ecosiste-
mas estratégicos de nuestro país; ello, sin dejar de mencionar eventos de 
periodos anteriores que aún no encuentran solución. Han sido, a la fecha, 
cerca de 20 años en los que las discusiones técnicas, legales y económicas 
de las implicaciones en la apropiada gestión de las deudas ambientales 
con los recursos ecosistémicos suman en la degradación de los recursos, 
dada la tardía intervención al aún no identificado número total de pasivos 
ambientales y responsables de su atención en el país.

En 2018 se generó un proyecto de ley en el que se establece la defini-
ción del término pasivo ambiental, el cual se asocia a los daños sobre los 
recursos naturales en un espacio geográficamente delimitado, y que no 
fueron atendidos de manera oportuna (en tiempo ni en medidas técnicas 
de mitigación, corrección, reparación) y, a su vez, puede generar efectos 
negativos no solo en los recursos naturales, sino también, a la salud hu-
mana (Proyecto de Ley 56, 2018). Las deudas que los actores privados y 
públicos tienen con los recursos naturales y con el Estado se van incre-
mentando en la medida en que la capacidad de carga de los ecosistemas 
se reduce al no poder soportar el deterioro generado en desarrollo de las 
actividades mencionadas. El crecimiento poblacional y sus necesidades 
demandan de los recursos una capacidad de autodepuración que podría 
decirse un tanto “mágica”, pues la tasa de rendimiento sostenido de los 
recursos ha sido superada por la explotación y la descarga de desechos 
propios de las diferentes actividades. Los pasivos ambientales del con-
flicto son un grave problema que requiere solución, además de pasivos 
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que se consideran huérfanos, pues en su momento no existía legislación 
para su eliminación segura, y no hay a quién responsabilizar.

Conclusiones

Un desarrollo sostenible puede parecer un término muy exótico, y 
a la luz de los eventos que cíclicamente ocurren, inalcanzable. Es evi-
dente un círculo vicioso, en el que la pobreza multidimensional se ha 
vuelto la venda perfecta frente a los crímenes que ocurren contra los 
recursos. Una población sin educación, sin un mínimo vital, sin recursos 
que satisfagan sus necesidades, es una población que, en suma, buscará 
diferentes medios de subsistencia. Adicionalmente, intereses de distin-
tos actores sobre los territorios impulsan las tensiones y las disputas que 
influencian la calidad y la disponibilidad de los recursos. La apropiación 
de elementos en el territorio por parte de la comunidad, el Estado y 
otros actores —muchas veces, mediante el uso de la violencia— intensi-
fica la degradación ambiental.

Una visión de corto plazo, como la que ha permanecido a lo largo 
de los años, ha impulsado el deterioro de los recursos. Se requieren pro-
gramas contundentes que incluyan la resiliencia de los recursos, y cuyo 
trabajo se enfoque en la tasa de rendimiento sostenido de estos. Solo así 
se garantizará un mínimo vital no solo para las generaciones existentes, 
sino también, para las venideras. Se requiere la armonización de los idea-
les de desarrollo económico frente al bienestar de la población y soste-
nibilidad ambiental de los recursos, dentro del marco de un crecimiento 
sostenido, verde y socialmente responsable.

En caso de no dar respuesta a dichos llamados, permanecerá el con-
flicto ambiental, y unido a este, los impactos sobre el recurso suelo, el 
agua, la fauna y la flora, todos los cuales son los principalmente afecta-
dos por el desarrollo de cultivos ilícitos, minería ilegal y atentados a la 
infraestructura de conducción de recursos energéticos.

Del análisis en torno a las principales actividades ilícitas y su rela-
ción con los impactos ambientales, asociados al conflicto armado, se 
encontraron como impactos más recurrentes y que requieren especial 
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atención: el deterioro de las fuentes hídricas, por el uso y el vertido de 
sustancias tóxicas; la erosión del suelo, causada por la deforestación y la 
pérdida de especies, y el deterioro de la salud de la población en las áreas 
de influencia directas e indirectas, debido a la presencia de contaminan-
tes no detectados en el agua, el aire y los cultivos de los que depende la 
comunidad para su bienestar.
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